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La cuestión que se somete a debate 
es que no se aprecia que la extinción 
contractual fuera represalia por el 
ejercicio del derecho a la tutela judicial 
efectiva. Se hace un Examen de la doc-
trina del TC sobre la garantía de in-
demnidad en el marco de las relacio-
nes laborales, y de la prueba indiciaria 
en supuestos en que la decisión de la 
empresa viene justificada en causas 
objetivas de carácter económico. Los 
indicios aportados por la trabajadora 
sobre vulneración del derecho funda-
mental han quedado desvirtuados. La 
empresa acredita que el cese fue 
ajeno a todo móvil de represalia, y res-
ponde a una causa real con entidad 
suficiente -las dificultades económicas- 
que explican razonablemente su deci-
sión. 

 
Como ANTECEDENTES DE HECHO 
debemos de destacar lo siguien-
tes: 
a) La recurrente en amparo trabajaba 
para la empresa demandada desde el 
25 de febrero de 2008. El 6 de octubre 
de 2011, la empleadora le comunicó 

que, con efectos desde el día de la fe-
cha, se procedía a la reducción de su 
jornada de trabajo, pasando de siete 
horas diarias a dos, con la consiguiente 
minoración salarial. 

El día 10 de octubre de 2011, la traba-
jadora presentó demanda por modifi-
cación sustancial de condiciones de 
trabajo.  

b) Ocho días después de dicho acuer-
do, el día 29 de noviembre de 2011, la 
empresa notificó a la trabajadora la 
extinción del contrato, al amparo 
del art. 52 c) de la Ley del estatuto de 
los trabajadores (LET), por motivos 
económicos, en aras de garantizar la 
sostenibilidad de la empresa y su viabi-
lidad de futuro, con efectos desde el 
día 14 de diciembre de 2011. En la co-
municación se deja constancia de la 
grave situación económica de la Aso-
ciación tras la drástica reducción de 
sus fuentes de financiación y las pérdi-
das acumuladas, así como de la necesi-
dad de recortar en gastos de personal 
para asegurar el mantenimiento de los 
servicios asistenciales que constituyen 
el fin de la asociación.  
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c) La recurrente en amparo presentó de-
manda de despido el 20 de enero de 2012, 
turnada al Juzgado de lo Social núm. 2 de 
Ciudad Real (autos núm. 63-2012), articu-
lando como pretensión principal la de nuli-
dad del despido por vulneración del art. 
24.1 CE (garantía de indemnidad). 
 
En cuanto a los FUNDAMENTOS JURIDICOS 
destacar los siguientes: 
 
1. El recurso de amparo se dirige contra la 
Sentencia de la Sección Segunda de la Sala 
de lo Social del Tribunal Superior de Justicia 
de Castilla-La Mancha, de 8 de noviembre 
de 2012, que estima el recurso de suplica-
ción núm. 1312-2012 interpuesto frente a 
la Sentencia del Juzgado de lo Social núm. 2 
de Ciudad Real, de 22 de marzo de 2012, 
recaída en autos núm. 63-2012 sobre des-
pido. 
2. La demandante de amparo denuncia la 
lesión del derecho a la tutela judicial efecti-
va en su vertiente de garantía de indemni-
dad (art. 24.1 CE), causada por el acto ex-
tintivo de la relación laboral comunicado el 
día 29 de noviembre de 2011, solo ocho 
días después de que se conciliara en el cur-
so de una acción judicial ejercitada por la 
trabajadora por modificación sustancial de 
condiciones de trabajo (reducción de jorna-
da y salario).  
 
3. Invocada por la demandante de amparo 
la vulneración de su derecho fundamental 
a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), 
conviene recordar la doctrina de este Tri-
bunal sobre la denominada “garantía de 
indemnidad” en el marco de las relaciones 
laborales. 
 
Como hemos reiterado en numerosas oca-
siones, la vulneración del derecho a la tu-
tela judicial efectiva no sólo se produce 
por irregularidades acaecidas dentro del 
proceso judicial que ocasionen privación 
de garantías procesales, sino que, asimis-
mo, tal derecho puede verse también le-
sionado cuando su ejercicio, o la realiza-
ción por el trabajador de actos preparato-
rios o previos necesarios para una acción 

judicial, produzca como consecuencia una 
represalia empresarial o, en todo caso, un 
efecto negativo en su posición y patrimo-
nio de derechos. En suma, el derecho con-
sagrado en el art. 24.1 CE no sólo se satisfa-
ce mediante la actuación de los Jueces y 
Tribunales, sino también a través de la ga-
rantía de indemnidad, lo cual significa que 
del ejercicio de una acción judicial —
individual o colectiva (STC 16/2006, de 19 
de enero)— o de los actos preparatorios o 
previos al mismo —incluso de reclamacio-
nes extrajudiciales dirigidas a evitar el pro-
ceso (STC 55/2004, de 19 de abril)— no 
pueden seguirse consecuencias perjudicia-
les en el ámbito de las relaciones públicas o 
privadas para la persona que los protagoni-
za (por todas, SSTC 14/1993, de 18 de 
enero, FJ 2; 125/2008, de 20 de octubre, FJ 
3, o 6/2011, de 14 de febrero, FJ 2). 
Por consiguiente, en el campo de las rela-
ciones laborales la garantía de indemnidad 
se traduce en la imposibilidad de adoptar 
medidas intencionales de represalia deriva-
das del ejercicio por el trabajador de la tu-
tela de sus derechos (por ejem-
plo, SSTC 14/1993, de 18 de enero, FJ 2, 
y 3/2006, de 16 de enero, FJ 2), de suerte 
que una actuación empresarial que cause 
un perjuicio y esté motivada por el hecho 
de haber ejercitado una acción judicial ten-
dente al reconocimiento de unos derechos 
de los que el trabajador se creía asistido 
(en el sentido amplio anteriormente indica-
do) debe ser calificada como radicalmente 
nula, por contraria a ese derecho funda-
mental, ya que entre los derechos laborales 
básicos de todo trabajador se encuentra el 
de ejercitar las acciones derivadas de su 
contrato de trabajo [art. 24.1 CE y art. 4.2 
g) de la Ley del estatuto de los Trabajado-
res]. 
 
4. En las concreciones de lesión descritas 
no siempre puede apreciarse abiertamente 
la vinculación entre la medida empresarial 
cuestionada y la garantía de indemnidad 
que integra el art. 24.1 CE, articulándose 
comúnmente la dinámica procesal con base 
en el esquema de la prueba indiciaria. Des-
de la STC38/1981, de 23 de noviembre, 
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hemos ido perfilando el marco de efectivi-
dad de la tutela constitucional, los márge-
nes y límites de nuestra función jurisdiccio-
nal y los criterios aplicables en el control 
que realizamos de las vulneraciones alega-
das. 
 
Así, en lo primero, cabe destacar que la dis-
tribución de cargas probatorias propia de la 
prueba indiciaria alcanza a supuestos en los 
que esté potencialmente comprometido 
cualquier derecho fundamental; también 
por tanto la garantía de indemnidad del art. 
24.1 CE (entre otras, STC 125/2008, de 20 
de octubre). En lo segundo, de su lado, este 
Tribunal Constitucional no realiza un exa-
men de los actos empresariales eventual-
mente lesivos desde una perspectiva de le-
galidad que no le es propia, sino en aten-
ción a la cobertura que los derechos funda-
mentales invocados ofrecen. Y lo hace, por 
lo demás, sin alterar los hechos probados, 
conforme a la sujeción prescrita en el art. 
44.1 b) LOTC, lo que no impide, según esta-
blecimos, entre otras, en las SSTC 224/1999, 
de 13 de diciembre; 136/2001, de 18 de 
junio, o 17/2003, de 30 de enero, alcanzar 
una interpretación propia del relato fáctico 
conforme a los derechos y valores constitu-
cionales en presencia. 
 
En cuanto al canon de control constitucional 
que corresponde, tenemos dicho que la 
prueba indiciaria se articula en un doble 
plano. El primero consiste en el deber de 
aportación de un indicio razonable de que el 
acto empresarial lesiona el derecho funda-
mental, principio de prueba o prueba vero-
símil dirigido a poner de manifiesto lo que 
se denuncia y que, como es obvio, incumbe 
al trabajador denunciante. El indicio no con-
siste en la mera alegación de la vulneración 
constitucional, ni tampoco en la invocación 
retórica del factor protegido, sino que debe 
permitir deducir la posibilidad de la lesión 
con base en un hecho o conjunto de hechos 
aportados y probados en el proceso. Sólo 
una vez cumplido este primer e inexcusable 
deber, recaerá sobre la parte demandada la 
carga de probar que su actuación tuvo cau-

sas reales absolutamente extrañas a la pre-
tendida vulneración. En otro caso, la ausen-
cia de prueba empresarial trasciende el ám-
bito puramente procesal y determina, en 
última instancia, que los indicios aportados 
por el demandante desplieguen toda su 
operatividad para declarar la lesión del de-
recho fundamental concernido (por to-
das, STC 104/2014, de 23 de junio, FJ 7). 
 
5. La virtualidad de esa doctrina relativa a la 
prueba indiciaria en supuestos en los que la 
decisión empresarial invoca un fundamento 
objetivo de carácter económico, y no, como 
a menudo acontece, un incumplimiento 
contractual por parte del trabajador, nos 
hizo apreciar en la fase de admisibilidad la 
concurrencia del requisito de la especial 
trascendencia constitucional de este recur-
so de amparo [art. 50.1 b) LOTC], dado que 
el asunto que enjuiciamos permite aclarar 
nuestra jurisprudencia en la materia. 
 
En lo que atañe a la carga probatoria del 
empresario, una vez aportado por el traba-
jador demandante un panorama indiciario, 
este Tribunal ha sentado una serie de crite-
rios coincidentes en casos de muy diversa 
naturaleza, disciplinaria o de otro carácter 
(por todas, SSTC 140/2014, de 11 de sep-
tiembre; 30/2002, de 11 de febrero, 
o 98/2003, de 2 de junio). Es menester sin-
tetizarlos en los siguientes términos: i) no 
neutraliza el panorama indiciario la genérica 
invocación de facultades legales o conven-
cionales; ii) no es suficiente tampoco una 
genérica explicación de la empresa, que de-
be acreditar ad casum que su acto aparece 
desconectado del derecho fundamental ale-
gado; iii) lo verdaderamente relevante es 
que el demandado lleve a la convicción del 
juzgador que las causas que aduce para sus-
tentar la decisión adoptada quedan desliga-
das y son por completo ajenas al factor pro-
tegido; iv) una vez acreditada la descone-
xión entre la medida empresarial y el dere-
cho que se dice vulnerado será ya irrelevan-
te la calificación jurídica que la causa laboral 
alegada merezca en un prisma de legalidad 
ordinaria. 
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Ninguna razón existe para sustraer tal esque-
ma de garantías en supuestos como el anali-
zado. Esto es, ante un indicio de lesión, la 
carga de la prueba del empresario debe es-
tar dirigida a demostrar que su decisión de 
naturaleza económica (en el presente caso 
con efectos extintivos) no queda ni intencio-
nal ni objetivamente asociada al factor pro-
tegido, se haya articulado o no correcta-
mente en términos de legalidad ordinaria y 
con independencia por tanto de su califica-
ción jurídica. 

 
6. Conforme a la anterior doctrina y en los 
términos reseñados, nos corresponde exami-
nar, en primer lugar, si la parte actora acredi-
tó efectivamente la existencia de indicios de 
que el acto extintivo podía estar fundado en 
el previo ejercicio de acciones judiciales (art. 
24.1 CE). 
En este primer plano de control deberá re-
cordarse que tienen aptitud indiciaria tanto 
los hechos que sean claramente indicativos 
de la probabilidad de la lesión del derecho 
sustantivo, como aquéllos que, pese a no 
generar una conexión tan patente y resultar 
por tanto más fácilmente neutralizables, 
sean sin embargo de entidad suficiente para 
abrir razonablemente la hipótesis de la vul-
neración del derecho fundamental (por 
ejemplo, STC 31/2014, de 24 de febrero, FJ 
3).  
 
7. La conexión indiciaria, como más atrás se 
señalase y de acuerdo con una jurispruden-
cia constitucional reiterada y constante, im-
pone a la empresa la carga probatoria de 
desvincular su acto del indicio de lesión 
aportado, sin que el panorama indiciario 
conduzca por tanto, indefectiblemente, a la 
declaración de la vulneración constitucional 
aducida. 

A este respecto cabe empezar recordando lo 
reseñado por la empresa en la comunicación 
de la resolución contractual. Como dijimos 
en los antecedentes de esta Sentencia, la 
empresa hacía constar en la carta extintiva 
su grave situación económica tras la drásti-
ca reducción de sus fuentes de financiación 

y las pérdidas acumuladas, así como la ne-
cesidad de recortar en gastos de personal 
para asegurar el mantenimiento de los ser-
vicios asistenciales que constituyen su fin. 
Indicaba adicionalmente que, ante las cir-
cunstancias reseñadas, acordó en 2011 redu-
cir los costes salariales, habiéndose resistido 
la recurrente en amparo en todo momento a 
aceptar dicha propuesta, oponiéndose a la 
reducción de jornada y proporcional de sala-
rio (de siete a dos horas diarias) al punto de 
impugnar la decisión adoptada por la em-
pleadora en octubre de 2011, e insistiendo 
después en dicha posición, tras la concilia-
ción en dicho procedimiento, cuando se le 
propuso una solución de menor impacto 
(reducción de la jornada a cuatro horas) —
propuesta esta cuya realización, según cons-
ta en las actuaciones, fue reconocida por la 
trabajadora en el juicio oral—. 

A partir de los anteriores presupuestos ha de 
tenerse en cuenta que, en orden a cumplir 
con su carga probatoria dirigida a demostrar 
que la decisión de extinción contractual re-
sultaba ajena a todo propósito lesivo del de-
recho fundamental a la tutela judicial efecti-
va, la empresa aduce la existencia de la cau-
sa legal extintiva del art. 52 c) de la Ley del 
estatuto de los trabajadores. En concreto, a 
tal efecto alega la situación económica nega-
tiva descrita en la referida carta de despido, 
que efectivamente se consideró acreditada 
en sede judicial, tanto en la instancia como 
después en suplicación, dando lugar a que la 
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Castilla-La Mancha declarara el ca-
rácter procedente de la extinción del contra-
to por apreciar la concurrencia de la causa 
económica legalmente exigida para justificar 
la decisión extintiva. 

A ello se une en este caso el hecho ya ex-
puesto de que, con posterioridad a la inter-
posición de la demanda por modificación 
sustancial de condiciones de trabajo y tras 
haberse celebrado la conciliación, la empre-
sa procedió, con carácter previo a la extin-
ción, a ofrecer a la trabajadora una nueva 
propuesta de reducción de jornada de me-
nor impacto que la primera. Esta circunstan-
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cia resulta indicativa de que la voluntad em-
presarial no fue la de represaliar o sancionar 
a la trabajadora por el ejercicio del derecho a 
la tutela judicial efectiva, pues, tras la acción 
judicial, la reacción inmediata de Aspacecire 
fue la de proponer la adopción de una medi-
da de flexibilidad interna de menor alcance 
incluso que la anterior, a la que la trabajado-
ra mostró su negativa, siendo sólo después 
cuando, ante la existencia de la causa econó-
mica indicada, la empresa acudió a la extin-
ción contractual entre las posibles medidas 
de gestión empresarial contempladas en el 
ordenamiento. 

Las anteriores consideraciones permiten 
concluir que el limitado panorama indiciario 
aportado por la trabajadora ha quedado des-
virtuado. En este caso, la empresa ha logra-
do acreditar que, conforme exige nuestra 
jurisprudencia (por todas, STC 125/2008, de 
20 de octubre, FFJJ 3 a 6), la extinción con-
tractual comunicada resulta ajena a todo 
móvil de represalia por el ejercicio del dere-
cho a la tutela judicial efectiva, respondien-
do la causa alegada a la causa real, que cuen-
ta con entidad suficiente para, por sí misma, 
explicar objetiva, razonable y proporcionada-
mente la decisión empresarial cuestionada. 
No cabe apreciar, por ello, vulneración de la 
garantía de indemnidad ex art. 24.1 CE, y en 
consecuencia, procede desestimar el presen-
te recurso de amparo. 
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